A LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO

   Jesús Hidalgo Álvarez, mayor de edad, con DNI nº 25.971.571-V, como activista pacífico a título individual y también como representante legal del Sindicato Obrero Inmigrante (SOI-CTM) y portavoz del colectivo por la Justicia y los Derechos de las Personas y de la Naturaleza, de nacionalidad española, con domicilio a efecto de notificaciones en el Apartado de Correos nº 50, código postal 23080 de Jaén (España) y teléfono 693 391 587,

(Aquí irán los datos de los representantes de todas y cada una del resto de organizaciones que apoyan esta denuncia.)

   por el Derecho que nos asiste como ciudadanos, ante esta Fiscalía, por medio del presente escrito:

COMPARECEMOS Y RESPETUOSAMENTE EXPONEMOS:

   Que presentamos ante esta Fiscalía una DENUNCIA contra los altos cargos del MINISTERIO DEL INTERIOR de España por la puesta en práctica y/o ejecución de ILEGALES REDADAS E IDENTIFICACIONES MASIVAS E INDISCRIMINADAS Y DETENCIONES SELECTIVAS, sin ninguna razón de sospecha, dirigidas hacia población que reside en España con rasgos físicos diferentes a los rasgos de la mayoría de la población, como puede ser piel muy oscura o negra y pelo muy rizado, rasgos árabes y rasgos indígenas latinoameticanos que transitan por determinadas zonas en la vía pública, lugares de ocio, puertas de colegios, locutorios, estaciones de metro, de autobuses, plazas, cercanías de consulados, embajadas u oficinas de extranjería. Asimismo, en determinados lugares de España se han marcado objetivos de realizar CUPOS DE DETENCIONES MENSUALES de población usando esta práctica de tener en cuenta los rasgos físicos. Todo ello con objeto de detectar, identificar y en su caso detener a aquellos que fueran extranjeros y que carecieran del permiso de residencia reglamentario en España para aplicarles, en su caso, la Ley de Extranjería. Incluso ha habido presuntos ALLANAMIENTOS DE MORADA en domicilios para la detención de personas residentes con rasgos extranjeros.

   Ante los cientos de denuncias públicas que se vienen dando por parte de la sociedad civil, instancias políticas y sindicatos de policía, pedimos que se investiguen las directrices dadas por los altos cargos del Ministerio del Interior entre el 1 de enero de 2008 y la presente fecha, tanto a las Subdelegaciones del Gobierno como a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, que entendemos, pueden vulnerar la legislación vigente al tiempo que vulneran  los derechos reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Constitución Española u otras normativas. Han sido, recientemente, cuatro sindicatos de policía (Sindicato Unificado de Policía –SUP-, Confederación Española de Policía –CEP-, Unión Federal de Policía –UFP- y Sindicato Profesional de Policía –SPP-)  los que han denunciado públicamente y cuestionado encarecidamente estas órdenes para la práctica policial de identificaciones masivas e indiscriminadas y han solicitando una clarificación legal al Ministerio del Interior en sede Parlamentaria remitiendo también a diversos organismos como el Defensor del Pueblo, esta Fiscalía y grupos parlamentarios un documento sobre estas prácticas policiales que consideran pueden atentar contra los derechos constitucionales y poner en riesgo la seguridad jurídica de los policías afirmando que las prácticas de identificaciones indiscriminadas de jóvenes y extranjeros que adquieren al producirse el carácter de sospechosos, son producto de instrucciones de los responsables políticos. Solicitan así una clarificación legal sobre cuándo, en qué circustancias o supuestos y por cuánto tiempo se puede impedir la libre circulación de un ciudadano en la vía pública o se puede impedir su salida de un local de ocio por estar prácticando identificaciones policiales.

   Pedimos asímismo a esta Fiscalía INVESTIGAR si se ofrecía algún tipo de PROMESA DE RECOMPENSA A LOS AGENTES en función del número de personas que detuvieran sin permiso de residencia en España e incluso POSIBLES COACCIONES A LA POLICIA con denegarles días de compensación o asuntos propios para detener a extranjeros sin permisos de residencia.

   Por último solicitamos de esta Fiscalía se investigue e intervenga en la ilegalidad de las directrices dadas a la policía para DAR PRIORIDAD EN ENVIAR A LOS CENTROS DE INTERNAMIENTO DE EXTRANJEROS Y EXPULSAR DE ESPAÑA A LOS MARROQUÍES, lo que desde nuestro punto de vista puede considerarse discriminación racista y xenofobia  hacia un grupo de población.

TODO ELLO LO EXPONEMOS EN BASE A LO SIGUIENTE:

   Desde primeros del año 2008 hasta las fecha, las organizaciones sociales aquí firmantes hemos sido testigos, algunos miembros hemos sufrido o hemos recibido denuncias de personas, que en diversos lugares de España han sido buscados e identificados por la policía sin ninguna razón de sospecha y simplemente por tener otros rasgos físicos diferentes a los de la mayoría de la población. Estas identificaciones selectivas e indiscriminadas se han llevado a cabo en la vía pública, plazas, barrios, locutorios, cercanías de oficinas de extranjería o consulados, colegios o estaciones de metro o autobús, albergues... Y no solo se ha llevado a cabo esta práctica a personas individualmente sino también dirigidas a grupos de población haciendo redadas policiales (incluso con refuerzos de la policía local y en algunas ciudades con unidades especializadas como la U.I.P., también conocidos por antidisturbios). El objetivo de estas redadas y detenciones selectivas ha sido para identificar, detener y, en su caso, expulsar de España a los inmigrantes que han cometido una simple falta administrativa que es no tener permiso de residencia en España, pero no un delito como para ser buscados y perseguidos. Esto ha sembrado el miedo y la desconfianza entre la población inmigrante, la mayoría personas trabajadoras muy precarias que tratan de regularizar su situación y conviven perfectamente con el resto de ciudadanos, de manera que incluso siendo víctimas de abusos por parte de otros ciudadanos y en ocasiones de la policía se sienten desprotegidos a la hora de denunciar, y más grave aún, porque se les criminaliza equiparándolos a los delincuentes ya que se ha utilizado la práctica policial en los barrios, de la búsqueda de delincuentes, droga  y sobre todo a los inmigrantes “sin papeles”. Toda esta práctica se viene realizando con policías fuertemente armados y creemos que con claras intenciones políticas para dar la sensación a la población de una falsa seguridad y así dan un claro ejemplo de xenofobia y racismo institucional, haciendo todo este ilegal modo de proceder mucho más grave.

   Por otra parte, sindicatos policiales en reuniones con sus superiones y circulares remitidas a estos han preguntado por la existencia de directrices o instrucciones sobre estas prácticas de búsqueda e identificación de personas con rasgos diferentes a los de la mayoría de la población para efectuar detenciones por infracciones a la Ley de Extranjería incluso usando un denominador común con otro tipo de detenciones de origen delincuencial con consecuencias penales. Lo que es muy grave es que se hayan buscado por el número de detenidos y más aún cuando se les dice que si no hay suficientes ciudadanos extranjeros en un distrito se procedan de la siguiente forma: “cruzar al de enfrente y seguir con las detenciones, sin distinción alguna, valen amas de casa, trabajadores de hostelería...” como se recoge en el Acta del día 18 de diciembre de 2008. Así, en este mismo acta, afirman lo siguiente: “Cumplir la ley el funcionario viene obligado a ello, sin embargo al Policía no se le exige que al mes tenga que llegar a detener a 10 personas por hurto, 15 por robo con violencia, a 10 por robo con fuerza, 10 por robo en el interior de un vehículo... sin embargo sí parece que viene obligado a detener un número tasado de extranjeros irregulares. Solicitamos de Jefatura que imparta instrucciones claras a las Unidades para acabar con la “caza del extrajero irregular a los únicos efectos estadísticos”. En este mismo acta se recoge que el Sr Presidente D. Francisco Javier Redondo Zúñiga, Jefe de la U.C.O.T de la Jefatura Superior de la Policía de Madrid contesta que “los objetivos de la Jefatura Superior son los derivados del Plan Estratégico elaborado por la Secretaría de Estado de Seguridad para el periodo 2008-2012, entre los que se incluyen la lucha contra la inmigración ilegal, delincuencia organizaca, terrorismo etc” y más adelante afirma que “es posible que los Comisarios presionen a los funcionarios, pero que hay que tener en cuenta que también a ellos se les exige la consecución de los objetivos”.

   En anexo adjunto (por introducir) se muestran las órdenes dadas por la U.C.O.T donde se fija el cupo de inmigrantes “sin papeles” que deben detener mensualmente.

   Como decíamos, los sindicatos policiales SUP, CEP, UFP y SPP han remitido escritos al Ministerio del Interior, la Fiscalía General del Estado y el Defensor del Pueblo exigiendo una "clarificación legal" sobre determinadas órdenes, entre ellas, las que obligan a realizar identificaciones "masivas e indiscriminadas sin ninguna razón de sospecha sobre determinadas personas, por ser jóvenes, por transitar por determinada zona o por ser de origen extranjero", manifestando públicamente que alguna responsabilidad tendrá el Ministerio del Interior en cuanto a estas órdenes e instrucciones.

   A raiz de estas denuncias diversos partidos políticos en la oposición, tanto en el Congreso de los Diputados, en el Senado y de diversas comunidades autónomas han denunciado y cuestionado estas detenciones y redadas selectivas planteando la ilegalidad de las mismas.

   A nivel internacional también ha habido denuncias de esta situación, entre ellas destacamos las de Bolivia y Marruecos: La embajadora de Bolivia, Carmen Almendras Camargo, manifestó a la prensa que las legaciones diplomáticas de su país en España han recibido quejas por el aumento de detenciones de bolivianos indocumentados y por las "condiciones" en que se están realizando los arrestos, en algunos casos, denunció, incluso "allanando domicilios". Por su parte el embajador marroquí en España, Omar Azziman, manifestó su preocupación y pidió aclaraciones sobre la fijación de cupos semanales de inmigrantes en situación irregular que debían ser detenidos con vistas a ser expulsados y en concreto consideró un "acoso sistemático y discriminatorio" hacia los marroquíes en España, en alusión a la nota interna difundida entre la Policía Nacional de Madrid que fija un cupo mínimo de arrestos de 'sin papeles' y que aconseja dar prioridad a estos nacionales marroquíes a la hora de enviarlos a los Centros de Internamiento de Extranjeros y expulsar a su país.

   El Ministerio del Interior ha endurecido las medidas de persecución de las personas “sin papeles” a raiz de la 1ª Huelga europea de trabajadores “sin papeles” que se desarrolló en Jaén entre febrero y junio de 2008 y que iniciaron 32 trabajadores temporeros de la Campaña de la Aceituna. Aquí es donde se empezaron a justificar las primeras detenciones selectivas y redadas ilegales por orden del Subdelegado del Gobierno Fernando Calahorro Téllez, según nos indicaron verbalmente por órdenes recibidas desde el Ministerio del Interior. Pruebas de ello son la denuncia que presentó Jesús Hidalgo Álvarez como portavoz del Sindicato Obrero Inmigrante ante el juzgado nº 2 de Jaén sobre una redada en el albergue de la capital y el vídeo grabado por TVE en abril de 2008 en el que aparece la detención selectiva de dos compañeros a raiz de una Rueda de Prensa que hicimos para denunciar precísamente las vulneraciones y detenciones selectivas que estabamos sufriendo por parte de la Subdelegación del Gobierno de Jaén.        

POR TODO LO DICHO:

   Todas las organizaciones aquí firmantes como interlocutores y representantes de un grupo muy numeroso e importante de población, la mayoría joven y trabajadora, que tengan o no la documentación en regla están aportando un crecimiento económico a este estado con su trabajo ya que, aunque algunos trabajen en la economía sumergida para subsistir pues son personas muy precarias como otros que trabajan en la economía no sumergida, la mayoría estudia en los lugares habituales, lleva sus hijos al colegio, utiliza los servicios sanitarios, paga sus impuestos, tasas y multas, consume y paga sus alquileres e hipotecas, acude a los lugares de ocio y consideramos que estas prácticas de redadas y detenciones selectivas atentan contra sus Derechos Fundamentales y los de todos los ciudadanos de este país, no solo los Derechos de los inmigrantes cuyas circunstancias documentales varían mucho de unos a otros, sino también de los nacionales que tienen otro color de piel y que por ese simple motivo ya están en el punto de mira de la policía obligada por las órdenes directas del Ministerio del Interior.

   España, quieran o no los políticos, ya es un país multicultural donde diversas razas estamos entremezcladas y convivimos en armonía. El hecho que la política del gobierno actual sea la de “combatir” lo que llama equivocada y xenófobamente “la inmigración ilegal”, es decir, la entrada en territorio español sin el prescriptivo permiso para poder entrar y/o permanecer, nunca puede implicar una intromisión en la libertad de movimiento de los individuos que por sus rasgos físicos se han visto sometidos a una persecución policial, como si fueran delincuentes, por medio de ilegales redadas y detenciones indiscriminadas y selectivas. Según el art. 13 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos “Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado”, por tanto este Derecho se ha de respetar y si el gobierno quiere “combatir” la inmigación irregular precísamente lo que tiene que hacer es facilitar que las personas irregulares regularicen su situación documental cuanto antes y llegar a acuerdos de políticas migratorias integradoras con los países de orígen. Indicimos que estas personas trabajadoras y precarias no han cometido ningún delito sino que la carencia de este documento es una falta administrativa que se puede equiparar a no haber pagado una multa de tráfico por aparcar en un sitio no permitido. Imaginad que la policía persigue indiscirminadamente e incluso hace redadas en barrios en la búsqueda y captura de personas que parecieran sospechosas por tener esta multa por aparcar mal. Así de grave nos parece que desde la administración se inste a la policía, que está para perseguir actos delictivos, a identificar a los que por sus rasgos físicos parezcan extranjeros sospechosos de haber infringido la Ley de Extranjería, una Ley que por otra parte es contraria a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la Constitución Española pues vulnera determinados artículos de estos.

   Consideramos que el gobierno, como representante de los ciudadanos, en su trabajo diario en los diferentes ministerios debe cumplir la Constitución Española, como dice en el artículo 9.2 “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.” Con estas directrices y prácticas lo que vemos que ocurre es todo lo contrario: Que no se promueven estas condiciones de libertad e igualdad de todos los individuos que circulan por la calle o conviven en nuestro país. Y en el caso de haber encontrado e identificado a personas “sin papeles”, normalmente trabajadores y padres de familia muy precarios, tampoco los poderes públicos están promoviendo estas condiciones de libertad e igualdad sino muy al contrario, de privaciones de libertad y desigualdad en relación al resto de la población considerándolos una amenaza nacional en base a prejuicios y políticas punitivas pues llevan a cabo actuaciones xenófobas basadas en prejuicios, además de la cuestionable gestión del empleo en nuestro país y sobre todo políticas ilógicas ya que el hecho de emigrar ha ocurrido en toda la historia de la humanidad y las personas precarias siempre buscarán la forma de sobrevivir aunque se jueguen la vida. Precísamente los poderes públicos son los que no facilitan la integración real pues los inmigrantes no han podido conseguir tener papeles por causas ajenas a su voluntad pues estos poderes públicos le ponen multitud de trabas para conseguirlos y así es como promueven activamente la desigualdad. Más aún, no facilita la libertad de este grupo de población sino que les persigue como si fueran delincuentes por no poder cumplir una normativa administrativa, que repetimos, el gobierno mismo está poniendo trabas a que se cumpla. Limita ilegalmente su libertad hasta el punto de encerrarlos en los calabozos de las comisarías entre 1 y 3 días, en los ilegales y mal llamados Centros de Internamiento de Extranjeros (CIEs), pues en realidad, son centros de detención ilegales peores que una cárcel pues no tienen ni reglamentación y organización como éstas (han llegado a encerrar a bebés, niños pequeños, mujeres embarazadas y enfermos como si fueran delincuentes) y, a quienes no encierra, les obliga a hacer autoencierros en sus domicilios por miedo a ser identificados. Pero, repetimos, no son delincuentes y no es de recibo una persecución policial por medio de identificaciones en la vía pública o en sus lugares de trabajo, colegios u ocio. Incidiendo todavía más en este art 9.2. de la Constitución, el gobierno no remueve los obstáculos que impiden o dificultan su plenitud ni facilita la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social sino que muy al contrario promueve obstáculos para que esta integración social no sea efectiva.

   Pasamos a hacer referencia a las normativas que este gobierno está vulnerando y que respaldan lo que afirmamos y que hace que consideremos ilegales las redadas, las identificaciones masivas y las detenciones seleccionando a este grupo de población no delincuente, ciudadanos de este país con rasgos físicos diferentes de la mayoría:

La Declaración Universal de los Derechos Humanos

· Artículo 2.1 “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”.

· Artículo 3  “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.

· Artículo 5 “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”.

· Artículo 6 “Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica”.

· Artículo 7  “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación”.

· Artículo 9 “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado”.

· Artículo 12 “Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques”.

· Artículo 13.1 “Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado”.

· Artículo 13.2 “Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país”.

· Artículo 15.2 “A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad”.

· Artículo 22 “Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad”.

· Artículo 25.1 “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad”. 

· Artículo 28 “Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos”.

· Artículo 30 “Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración”.

La Constitución Española

· Artículo 9.1 “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico”.

· Artículo 9.2 “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 

· Artículo 10. 2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

· El art. 15 está dentro del Capítulo II y redacta que “Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. [...]”

· El art. 17.2 “La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial”.

· El art. 18.2 “El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en el sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito”.

· El art. 25 3. “La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad”. 

· Artículo 53.1 Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo II del presente Título vinculan a todos los poderes públicos.

   Pues concluimos, muy consternados por lo que está ocurriendo, que el Ministerio del Interior no está cumpliendo estas normativas y actúa con xenofobia, racismo y, por lo tanto, discriminación activa incluso como, ya es el colmo, priorizando las expulsiones de personas de nacionalidad marroquí que ha hecho que el embajador de Marruecos lo considere de esta forma según sus palabras en prensa: "Me preocupa que se ponga en marcha una campaña policial porque los agentes pueden caer en el exceso de celo; pueden producirse muchos excesos" [...] "Me desconcierta que los marroquíes sean el principal blanco porque sí hay un país que coopera con España en materia migratoria es Marruecos y a la vista están los resultados", añade. "¿Es esa la manera de agradecérnoslo?". Y el ministro de Exteriores marroquí, Taieb Fassi Fihri, advirtió también ante la pressa “de que "nada", ni siquiera la crisis económica, "podría justificar" el "acoso sistemático y discriminatorio" de los marroquíes en España”.

   Y para terminar una reflexión: Los movimientos sociales y las víctimas de esta negativa y grave xenofobia institucional ya éramos conscientes desde hace tiempo de la ilegalidad de estas prácticas que se han denunciado públicamente en multitud de ocasiones pero lo más grave, y que les honra, es que paradógicamente sean los representantes sindicales de las fuerzas de seguridad españolas los que cuestionen la legalidad de estas prácticas al gobierno. Así manifiestan en sus escritos lo siguiente:

   “Tenemos la convicción, derivada de los análisis de nuestros respectivos gabinetes jurídicos, que la reforma del Código Penal de 1995 que agravó las condenas y los efectos de las mismas sobre los funcionarios públicos, puede incurrir en el mismo exceso punitivo por el que el Tribunal Constitucional excarceló la mesa nacional de Herri Batasuna en 1999, al no permitir graduar la condena en función del daño causado, intencionalidad o circunstancias concurrentes en el acto que provoca la misma. 

   Especial preocupación nos produce la práctica policial de identificaciones masivas e indiscriminadas en la vía pública o en locales de ocio, que se desarrollan siempre en cumplimiento de órdenes superiores, lo que no impedirá que , en caso de formularse denuncia por detención ilegal contra los actuantes, sean estos los condenados, pues ya existe este precedente.

   En vista de lo anterior es por lo que demandamos una clarificación legal en cuanto a la interpretación de cuándo, en qué circunstancias y supuestos, y por cuánto tiempo, se puede impedir la libre circulación de un ciudadano en la vía pública o se puede impedir su salida de un local de ocio por estar practicándose identificaciones policiales.”

   Y en otro escrito afirman: “Para actuar con rigor en este asunto hay que hacerse algunas preguntas, como cuántos inmigrantes ilegales se detuvieron el pasado mes de enero en España, sobre cuántos de ellos se solicitó el ingreso en CIEs, cuantos ingresaron efectivamente y por último, cuántos de ellos fueron expulsados. Con estos datos se comprenderá la aberración y absoluta inutilidad que supone usar a los servicios de protección preventiva y seguridad ciudadana en una cuestión que es meramente estadística, que no aporta nada a la seguridad de los ciudadanos y que se lleva a cabo como estrategia política de este ministerio.

   Alguna responsabilidad tendrá el Ministerio del Interior, que informado de todo esto por los sindicatos policiales, no ha hecho nada al respecto hasta que la opinión pública ha supuesto una amenaza para el ministerio.”

   La gravedad del asunto es que el Ministro Rubalcaba como máximo representante del Ministerio del Interior ha calificado estas prácticas de REDADAS E IDENTIFICACIONES MASIVAS E INDISCRIMINADAS Y DETENCIONES SELECTIVAS y por CUPOS como ilegales y sobre algunas de ellas ha desmentido que se ejecuten y, sin embargo se han ordenado y llevado a cabo desde este Ministerio como puede probar la policía, los movimientos sociales, las víctimas y todos los ciudadanos que lo hemos presenciado. Ya por estas simples palabras deberían ser investigadas las directrices dadas pues atentan contra el principio básico de sumisión de los poderes públicos a la legalidad. Y si este Ministro no quiere esclarecer quiénes han sido los máximos responsables, debe ser la fiscalía quién investigue, determine y depure responsabilidades entre aquellas personas de este Ministerio de quienes han partido las ilegales directrices y órdenes escritas y/o verbales dadas a las Subdelegaciones del Gobierno y a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, contrarias a los DD.HH., la Constitución y a distintas leyes y normativas de este estado y , por lo tanto, constitutivas de delitos que esta Fiscalía deberá calificar (en los tribunales penales y/o en los contenciosos administrativos).

   Caso que esta Fiscalía no actúe promoviendo unas medidas cautelares para proteger a las personas que han sufrido las consecuencias de estas prácticas ilegales e investigando realmente y denunciando a los responsables ante los tribunales consideraríamos la más grave vulneración del Estado de Derecho que hemos presenciado y procederemos debidamente acudiendo a instancias superiores españolas e internacionales contra esta Fiscalía.

RESPETUOSAMENTE LE PEDIMOS:

1.- Que tenga por presentado y admita a trámite este escrito de denuncia.

2.- Que investigue y caso de considerar estas directrices como ilegales y/o constitutivas de delito promueva las medidas para que sean juzgadas y se depuren responsabilidades penales y administrativas entre aquellos que las han ordenado.

3.- Que actúe en consecuencia de oficio para que se apliquen la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Constitución Española en relación a nuestros conciudadanos “sin permiso de residencia” recomendando al gobierno que dicte leyes que se sometan a la Carta Magna y al art. 13 entre otros de la Declaración Universal de los DD.HH. y recomendando también que se derogue la Ley de Extranjería como ley en la que se amparan y que no respeta estos principios fundamentales, básicos e inalienables para todas las personas.

4.- La aplicación de las garantías propias de un Estado de derecho donde se han de proteger los Derechos Humanos Básicos de todas las personas -sea cual sea su aspecto físico, nacionalidad, nivel de riqueza o situación jurídica-, como son el derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la libertad de movimiento y a no ser sometidos a tratos inhumanos y degradantes como son los encierros, las expulsiones y las deportaciones a personas que solo han cometido una falta admistrativa y que, dándole las posibilidades adecuadas por parte del gobierno de este país pueden y quieren evitar.

5.- Que esta Fiscalía promueva de forma clara y contundente las medidas cautelares pertinentes encaminadas a reparar los daños causados, incluida la retirada de los expedientes de expulsión y la liberación inmediata de las personas encarceladas en los Centros de Internamiento para Extranjeros (para nosotros centros ilegales de detención)  aplicado a todas aquellas personas que han sido víctimas de estas directrices ilegales ordenadas desde el Ministerio del Interior desde el 1 de enero de 2008 hasta el presente.

   Sin más, firmamos la presente, en Madrid a XX de marzo de 2009

Jesús Hidalgo Álvarez
[Aquí irán los datos de todas/os

D.N.I.: 25.971.571-V
las/os que firmen la denuncia.] 

Portavoz de SOI-CTM

Sindicato Obrero Inmigrante

N.I.F.: G-23.600.141

Correo: sindicato.soi@gmail.com 

Teléfono: (0034) 693 391 587

[Aquí irán los datos de todas/os
[...]

las/os que firmen la denuncia.] 

